Carátula 


SEÑOR PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 14 minutos) 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


- “Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se designa “Gladys 
Santiago” la Escuela N* 12 de Villa del Carmen del departamento de Durazno, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria Administración Nacional de Educación Pública. (Carpeta N* 
1202/08) 


- Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se designa Gonzalo 
“Gonchi” Rodríguez' la Escuela N* 138 de la ciudad de Carmelo, departamento de Colonia, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria, Administración Nacional de Educación Pública. 
(Carpeta N* 1201/08). 


- Nota de la junta Departamental de Flores a la que se adjunta copia de las palabras del 
señor Edil Hugo Dayuto, en relación con las computadoras entregadas por el Gobierno Nacional en el 
marco del Plan Ceibal. 


E Solicitud de audiencia enviada por el docente de la Escuela Técnica de Maldonado, señor 
José María Cano Gómez, a fin de informar sobre la situación personal de persecución que sufre a nivel 
institucional”. 


Según me informa la Secretaría, hasta el momento no ha ingresado ningún otro expediente con 
informe de la ANEP. Es más, el primer asunto, el proyecto de ley que remite la Cámara de Representantes, 
tampoco lo tiene; en tanto, elsegundo asunto sí, y se informa en forma negativa porque no se han cumplido 
los seis años del fallecimiento del señor Rodríguez. 


Con respecto al tercer asunto, la nota de la Junta Departamental de Flores, se dará cuenta en su 
momento. 


En cuanto a la solicitud de audiencia realizada por el señor José María Cano Gómez, debo 
informar que he tenido oportunidad de hablar con él y hasta hemos intercambiado correos electrónicos. 
Lamentablemente, esta persona tiene problemas psíquicos. Por tal razón, creo que es conveniente que lo 
reciba personalmente. 


Pasando ya al asunto que estamos discutiendo, debo decir que la Secretaría distribuyó un 
comparativo para que sea más fácil su análisis. 


Como recordarán, habíamos enviado este proyecto a la AGESIC para que diera su opinión al 
respecto, por algunas dudas que se tenían con relación al otro proyecto aprobado, y en el día de ayer 
recibimos unas modificaciones. Debo decir que las sugerencias que realiza son muy interesantes; tanto, 
que a mi juicio tendremos que revisar alguno de los artículos ya votados. 


Además, nos envían un texto sustitutivo del proyecto de Acceso a la Información, que teníamos a 
estudio el año pasado y se lo habíamos mandado para que ellos lo acordaran con el de Protección de 
Datos Personales. Esto también fue repartido. Anoche le di una leída rápida y, verdaderamente, me pareció 
que está muy bien armado y estructurado; en todo caso, en su momento le daremos tratamiento. De 
cualquier manera, se nos decía que sería conveniente aprobar las otras dos iniciativas antes que este 
proyecto de ley, a fin de poder remitirnos a ellas como leyes. De esa forma quedaríamos cubiertos, tanto 
con relación a la privacidad y confidencialidad que debe tener el tratamiento del Archivo Nacional de la 
Memoria sobre la etapa de la dictadura, como respecto de algunas formas de acceso a la información que 
se establecen en el mismo proyecto de ley. 


Correspondería continuar con la consideración del proyecto de ley de creación del Archivo 
Nacional de la Memoria. 


SEÑOR CID.- Si no recuerdo mal, habíamos quedado en el artículo 6%, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador. 


Pero antes de proseguir con el tratamiento del articulado, la Mesa quiere informar sobre las 
sugerencias formuladas por la AGESIC con relación al artículo 3”, que ya fuera votado en este ámbito. 
Concretamente, refiriéndose a la última frase, donde se expresa que “el acceso a dichos documentos en 
base a los principios de publicidad y de consulta pública”, se hizo notar que se trata de principios que en 
realidad no se utilizan en el proyecto de ley de Acceso a la Información Pública. En todo caso, cuando 
tratemos la otra iniciativa deberemos detenernos a considerar este punto, pero desde ya recuerdo que los 
doctores Delpiazzo y Durán Martínez nos habían señalado que fuéramos muy claros en los principios a 
utilizar, para definir después los procedimientos. 


SEÑOR LONG.- El informe de la AGESIC recomienda aprobar, previamente a este proyecto, el de 
Protección de Datos Personales y el de Acceso a la Información Pública, ya que ambos reglamentan 
aspectos contemplados en el presente, en algunos casos con soluciones contradictorias. Probablemente, la 
visión de la AGESIC sea de carácter más general, pudiendo existir otros aspectos en los que también se 
deban resolver problemas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La AGESIC señala que en el proyecto de ley sobre Protección de Datos 
Personales nosotros establecimos muy claramente en qué casos. Cuando aparecen nombres, lo primero 
que tiene que darse es la autorización de la persona. Incluso, más adelante en el proyecto de ley, se señala 
que se invierte el procedimiento y que de ninguna manera —fue una de las preocupaciones y lo discutimos 
mucho al estudiar la iniciativa, por si una persona, bajo tortura, efectuó declaraciones que quizás sean 
falsas, o por algún registro de hechos que hacen al comportamiento de una persona—, eso puede 
publicarse o utilizarse. 


En cuanto al principio de publicidad y consulta pública, y a lo establecido en el Capítulo IV “Forma 
de Acceso a los Documentos”, la AGESIC señala que se contradice con lo que nosotros ya aprobamos en 
el proyecto de Protección de Base de Datos, y una de las preocupaciones del Poder Ejecutivo fue que lo 
votáramos primero. Entonces, consulto a los señores Senadores si seguimos con este tema —cuyo marco 
no tenemos definido— o pasamos al de Acceso a la Información, que es complejo. 


SEÑOR LONG.- Creo que todos los señores Senadores, en sus respectivos partidos políticos, tienen las 
dos opiniones extremas: quienes quieren difundir todo, sin importar nada, y quienes quieren que se ponga 
un candado y nunca más se sepa del tema. Considero que esto, que es extremadamente delicado, ha ido 
quedando bajo nuestra responsabilidad y va a exigir de esta Comisión un gran equilibrio. Entonces, sin 
perjuicio de dejar por el camino este proyecto —en el cual ya se ha adelantado trabajo— pienso que quizás 
debamos ingresar en la consideración de la otra iniciativa. No sé qué piensa el resto de los integrantes de 
la Comisión. 


Como recién ingresó el señor Senador Penadés, aprovecho para volver a señalar que acá se 
plantea la siguiente duda. La AGESIC realiza algunos comentarios sobre el proyecto de creación del 
Archivo Nacional de la Memoria, y además recomienda aprobar, previamente, el de Protección de Datos 
Personales —cosa que ya se hizo— y el de Acceso a la Información Pública, ya que de lo contrario surgirían 
contradicciones. 


La señora Presidenta consultó sobre el procedimiento a seguir, es decir, si seguimos tratando el 
tema del Archivo de la Memoria o lo detenemos en el artículo 6%, que es el que veníamos considerando, 
para pasar al otro asunto. Reitero que en mi Partido —y por lo que he podido hablar, en los demás también— 
tenemos las posiciones más variadas, ya sea en cuanto a acceso total o al no acceso absoluto. Creo que 
esta Comisión tiene una responsabilidad que debe marcar con enorme prudencia, dando el punto justo, el 
equilibrio necesario, a un tema extremadamente delicado, porque una vez que se ponga en marcha el 
andamiaje de la iniciativa, si el criterio es equivocado, podemos causar mucho daño. 


Este es el punto; no sé que otras opiniones hay. Pienso que sería bueno “desempolvar” el otro 
proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como los señores Senadores verán, ahora la AGESIC nos manda el proyecto 
que le habíamos solicitado, relacionado con el que nos había acercado un grupo de la sociedad civil, que 
nosotros hicimos nuestro y lo presentamos. Como dije, la AGESIC lo estudió e hizo un nuevo proyecto de 
ley que ayer estuve leyendo, y puedo decir que tiene una lógica clara que se adecua al relativo a la 
protección de bases de datos, y crea -como nos habían anunciado— la otra unidad. En el primer proyecto 
se creaba la unidad de protección de bases de datos, que es la que se encargaría de todo el 
procedimiento, y en este se crea la unidad de acceso a la información, con las consiguientes 
responsabilidades. 


Durante los días lunes y martes se llevó a cabo un seminario de la UNESCO sobre el tema —del 
que tenía que participar ayer—, organizado por el Instituto de Derecho Informático, y si bien no pude asistir, 
me trasladaron las preocupaciones que allí se expresaron. Justamente, el Instituto de Derecho Informático 
señalaba lo que estaba diciendo recién el señor Senador Long, en el sentido de que tenemos que llegar a 
un equilibrio entre el derecho al acceso a la información y el derecho a la protección de los datos sensibles 
O personales. Tenía que participar de ese panel, reitero, pero recién recibía el proyecto de la AGESIC. 


Me tomé el trabajo de analizar uno de los primeros documentos que nos había dado el Grupo de 
Acceso a la Información —el que todos tenemos en nuestros partidos políticos—, que quiere que exista la 
mayor transparencia y acceso a todos los documentos. Como trabajé con ese grupo, tenía en mi poder el 
documento sobre los principios que debe tener un proyecto, una legislación o un Estado con relación al 
acceso a la información, y revisé esos principios, uno por uno, para ver si estaban contemplados en el 
proyecto que nos envía la AGESIC, y es tal cual. En el mismo panel se encontraba el doctor Martín Prat — 
integrante de ese Grupo y uno de los redactores del proyecto con el que estamos tratando- quien 
reconoció que era verdad que el proyecto que nos envía el Poder Ejecutivo respeta esos principios pero, 
obviamente, manteniendo un equilibrio que estará dado en los dos artículos que refieren a la protección de 
los datos sensibles y a cuáles son. Allí es donde tendremos que poner nuestra voluntad política para que 
se pueda procesar ese equilibrio. 


Por tanto, me parece que en vez de avanzar en este otro proyecto, que refiere a un archivo muy 
especial -que hemos tratado de que tenga, por un lado, una dependencia orgánica lo más clara posible 
con relación a las responsabilidades del Estado en esto y, por otro, el mencionado equilibrio— sería mejor 
entrar a considerar el relativo al Acceso a la Información, que se nos envía para tratar de contar con ese 
gran paraguas, para luego, bajo esa mirada, poder realizar las modificaciones a este otro. Esa sería mi 
propuesta. 


SEÑOR PENADÉS.- Era exactamente lo que iba a decir. Me parece que tenemos que dedicarnos al primer 
proyecto, al que estamos analizando, porque no debemos olvidar que una vez que el Senado lo sancione, 
será ley; en cambio, el otro tendrá que pasar a la Cámara de Representantes. Por tanto, habrá mucho más 
tiempo para el análisis de este último que para la aplicación del que será ley. 


Por mi parte, preferiría contar ya con todo el marco necesario en lo que hace al manejo de datos 
personales y a la protección de éstos, para luego adelantar la creación de los archivos. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


—Por tal razón, señora Presidenta, preferiría comenzar por abrir un paraguas de protecciones, de 
modo que luego podamos dedicarnos al proyecto relativo al archivo, pues creo que así también estaríamos 
facilitando la tarea del Poder Ejecutivo, dado que contaría con toda la normativa necesaria para trabajar en 
los temas vinculados con el manejo de la información y de los documentos, que son tan delicados. 


Por otra parte, creo que ya habíamos avanzado mucho y, por consiguiente, no nos va a llevar 
mucho tiempo aprobarlo en la Cámara de Senadores. Sin duda, si analizamos lo que ha dicho el señor 


Senador Long y realizamos algunas consultas —que podríamos adelantar enviando hoy mismo información 
a los doctores Delpiazzo y Durán Martínez, y al Instituto de Derecho Informático, que han hecho 
interesantes aportes al proyecto— creo que en no más de veinte días, contando ya con una visión global — 
esos datos ya vienen con la respuesta a la consulta a la AGESIC— podríamos culminar con este asunto y 
aprobar el proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No hay que olvidar que ellos trabajan permanentemente. 


SEÑOR PENADÉS.- Así es, señora Presidenta, y por eso propongo procesar hoy mismo las consultas 
correspondientes. 


SEÑOR LONG.- Quisiera manifestar que me causa inquietud lo que ha dicho el señor Senador Penadés, y 
aclaro que soy partidario de manejar estos temas con enorme prudencia. Me temo que esa idea de destruir 
información, si bien surge de la posición que hemos sostenido, puede resultar extrema. Por tal razón, creo 
que deberíamos tomar alguna acción para preservar lo que ya está y establecer un marco legal para que 
quede claro a qué se tiene acceso y a qué no. Ahora bien; reitero que el tema de la destrucción de 
información me parece sumamente delicado y, sin duda, refleja una de las posiciones extremas en este 
asunto. Por consiguiente, creo que esta iniciativa no debería llevarse adelante sólo por parte del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PENADÉS.- Con respecto a ese tema, que traje como información, pienso que la señora 
Presidenta debería intervenir, en los términos más informales posibles, trasmitiendo al señor Ministro la 
preocupación de este Cuerpo, aprovechando la circunstancia de que estamos analizando todo lo relativo al 
Archivo Nacional de la Memoria. Concretamente, entiendo que debería dar a conocer al señor Ministro 
nuestra opinión con respecto a que cualquier decisión a adoptar, en uno u otro sentido, debería postergarse 
hasta que hayamos realizado un análisis más profundo del asunto. En lo personal no descartaría la idea de 
que invitemos al señor Ministro de Defensa Nacional para que converse con nosotros, de manera informal, 
porque creo que sería importante ponerlo en autos en cuanto al trabajo de la Comisión. 


Hay que tener presente que al Ministerio de Defensa Nacional le compete un área que es de las 
más delicadas con respecto al manejo de la información, ya que se sospecha, como todos sabemos, que 
hay una cantidad de datos que nunca han tomado estado público, además de la información que encontró 
la ex Ministra en el viejo cuartel de la Avenida Haedo, ex Dante, que está siendo procesada en el Ministerio 
de Defensa Nacional. Aclaro que conozco esta situación porque el Partido Nacional me encomendó la tarea 
de mantener contacto con el señor Ministro de Defensa Nacional para tratar este asunto, del mismo modo 
que ya lo había hecho anteriormente con la doctora Berrutti. En realidad, este tema refiere a que se terminó 
de desclasificar y de trasladar a formato electrónico una cantidad de información que se encontraba en 
microfilmación. 


Por lo tanto, reitero que, a mi juicio, habría que poner al señor Ministro en conocimiento de lo que 
estamos haciendo aquí, de modo que cuente con una herramienta más antes de adoptar una decisión que, 
como decía el señor Senador Long, en el futuro pueda generar un debate innecesario, o que, al menos, a 
la oposición no le interesa llevar a cabo. Indudablemente, en este tema todos debemos realizar aportes con 
un sentido positivo. 


SEÑOR LONG.- Quisiera comentar que en la Fundación Ciudad de Montevideo, que integro, se hizo la 
presentación de ciertos documentos vinculados a Wilson Ferreira Aldunate y el período de la dictadura 
militar —en la ocasión estuvieron presentes algunos señores Senadores, aunque ninguno de quienes 
integran esta Comisión— para lo cual se contó con la colaboración de la Dirección de Derechos Humanos 
del Ministerio de Educación y Cultura. Justamente, existe un manejo muy serio de la información —así pude 
constatarlo y me agrada que conste en la versión taquigráfica— por parte de la Dirección de Derechos 
Humanos, cuyo Subdirector, el Profesor Destouet, fue quien hizo la presentación correspondiente. Por 
supuesto que previamente se solicitó el aval de la familia de Wilson Ferreira Aldunate y se tomó el cuidado 
de preservar los documentos, sin exponer nada que pudiera generarle algún tipo de inconveniente. Aún así, 
la documentación era interesantísima, muy jugosa y atractiva. Quería destacar esto, reitero, porque 
observé que se había hecho un manejo muy serio del tema. 


Por otro lado, señalaron con mucha franqueza que estaban preocupados por lo que estamos 
analizando ahora, en función de lo que está pasando con los demás archivos. Ya accedieron a archivos del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y de otros Ministerios, en los que hay un conjunto de información muy 


interesante sobre el tema, pero sería bueno evitar —tal como señalaba el señor Senador Penadés- que el 
asunto se transforme en un debate político menor y que terminemos haciendo toda clase de 
enrostramientos. Habría que evitar, entonces, que ese proceso se consolide, porque después empiezan las 
especulaciones —qué fue lo que se destruyó, por qué, etcétera— y entramos así, reitero, en algo que luego 
es muyy difícil de detener. 


Creo que esta Comisión está en el punto justo para evitar que se produzcan ese tipo de 
situaciones y, en consecuencia, estimo que sería conveniente que la señora Presidenta tome las medidas 
pertinentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el día de ayer, analizando el proyecto de ley que nos envía la AGESIC, 
observé un artículo que dice que, desaparecidas las causas que motivaron determinados documentos, 
estos se podrían eliminar. Debo confesar que mi corazoncito de historiadora me pone un tanto nerviosa 
frente a esto, porque considero que más adelante esos documentos se pueden interpretar desde otra 
perspectiva. Esas son las cosas que debemos discutir en la Comisión y tomar decisiones políticas al 
respecto. 


Por supuesto que haremos las consultas que se han planteado aquí por parte de los señores 
Senadores. Aclaro que el proyecto de ley anterior, relativo a la Protección de Datos Personales, fue enviado 
al Ministerio de Defensa Nacional —en ese momento la Ministra era la doctora Azucena Berrutti—, pero 
nunca contestaron nada, por lo que supongo que existió una consulta previa de la propia AGÉSIC. 
Haremos lo mismo con este proyecto de ley, que también pensamos que ya fue consultado, más allá de 
que nosotros los apuramos un poco para que nos lo enviaran. Ese tema también me ha preocupado por lo 
que, reitero, haré las consultas pertinentes para que el señor Ministro concurra a la Comisión en algún 
momento del proceso de discusión. 


El proyecto de ley que nos envía la AGESIC —que ha sido repartido entre los señores 
Senadores— comienza con un Capítulo de Disposiciones Generales. 


Léase el Capítulo Primero. 
(Se lee:) 
“Capítulo Primero 
Disposiciones Generales 


Art. 19. Objeto de la Ley. La presente ley tiene por objeto promover la transparencia de la función 
administrativa de todo organismo público sea o no estatal y garantizar el derecho fundamental de las 
personas al acceso a la información pública. 


Art. 2%. Alcance. Se considera información pública toda la que emane o esté en posesión de 
cualquier organismo público sea o no estatal, salvo las excepciones o secretos establecidos por ley, así 
como las informaciones reservadas y/o confidenciales.” 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera hacer una consulta sobre el artículo 2”. Allí se mencionan “las excepciones o 
secretos establecidos por la ley” —lo que me parece correcto—, pero luego se agrega: “así como las 
informaciones reservadas y/o confidenciales”. Mi duda es si no tendríamos que saber qué se entiende por 
“información reservada” o “confidencial”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso se define más adelante. 
SEÑOR PENADÉS.- Muy bien. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 3*. 


(Se lee:) 


“Art. 3%. Derecho de acceso a la información pública. El acceso a la información pública es un 
derecho de todas las personas, sin discriminación por razón de nacionalidad o carácter del solicitante y que 
se ejerce sin necesidad de justificar las razones por las que se solicita la información”. 


En el primer artículo se define la transparencia y se garantiza el derecho al acceso a la 
información; en el artículo 2% se determina el alcance —que siempre fue tema de discusión— hablando de 
“información pública”. Esto es interesante, porque podría tratarse de información paraestatal, pero reitero 
que aquí se habla de “información pública”. Tal como decía el señor Senador Penadés, cuando el artículo 
refiere a “secretos”, remite a los establecidos por ley. Por su parte, “las informaciones reservadas y/o 
confidenciales” se definen más adelante. El artículo 3% alude al derecho a que refiere la ley, que si bien 
figura en la Constitución, no estaba establecido expresamente. 


Léase el Capítulo Segundo. 
(Se lee:) 
“CAPÍTULO SEGUNDO 
DE LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 


Artículo 4”. Información pública. Se presume pública toda información producida, obtenida, en 
poder o bajo control de los sujetos obligados por la presente ley, con independencia del soporte en el que 
estén contenidas. 


Artículo 5%. Difusión de la información pública. Los sujetos obligados deberán prever la adecuada 
organización, sistematización y disponibilidad de la información en su poder, asegurando un amplio y fácil 
acceso a los interesados. 


Los organismos públicos sean o no estatales deberán difundir en forma permanente, a través de 
sus sitios web u otros medios que el órgano de control determine, la siguiente información mínima: 


a) Su estructura orgánica. 
b) Las facultades de cada unidad administrativa. 
c) La estructura de remuneraciones por categoría escalafonaria, funciones de los cargos 


y sistemas de compensación. 


d) Información sobre presupuesto asignado, su ejecución, con los resultados de las 
auditorías que en cada caso corresponda. 


e) Concesiones, licitaciones, permisos o autorizaciones otorgadas, especificando los 
titulares o beneficiarios de éstos. 


f) Mecanismos de participación ciudadana, en especial domicilio y unidad a la que deben 
dirigirse las solicitudes para obtener información. 


Artículo 6%. Custodia de la información. Es responsabilidad de los sujetos obligados por la presente 
ley, crear y mantener registros de manera profesional, para que el derecho de acceso a la información 
pública se pueda ejercer en plenitud. 


El personal que administre, manipule, archive o conserve información pública, será responsable, 
solidariamente con la autoridad de la dependencia a la que pertenece dicha información, por sus acciones 
u omisiones, en la ocultación, alteración, pérdida y/o desmembración de la información pública. 


Artículo 7“. Presentación de informes. Todos los sujetos obligados por la presente ley presentarán 
ante el Organo de Control, hasta el último día hábil del mes de marzo de cada año, un informe anual sobre 
el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública, que contendrá: 


a) Información del período anterior sobre el cumplimiento de las obligaciones que le 
asigna esta ley; 


b) Detalle de las solicitudes de acceso a la información, el trámite dado a cada una 
de ellas; e, 


Cc) Informe semestral actualizado sobre el listado índice de información reservada”. 


En realidad, este es el principio de publicidad, pero no es para todos los datos. Esta es la 
diferencia con el otro proyecto. 


SEÑOR PENADÉS.- Señora Presidenta: en mi opinión, la presentación de toda esta información al 
organismo de control puede representar un acrecentamiento de la burocracia; lo manifiesto francamente. 
Tal vez deberíamos hacer el planteo al revés, a efectos de que quien se sienta damnificado recurra al 
organismo de control y éste le exija al organismo correspondiente la entrega de la información solicitada. 
¡Imagínense lo que puede llegar a representar para cualquier ente autónomo o Ministerio, la elaboración de 
un informe anual que contenga toda la base de datos y requerimientos y, a la vez, un informe semestral 
actualizado sobre el listado índice de información reservada! 


Insisto: ¿no representa esto una carga burocrática mayor? ¿No sería mejor dejar que la persona 
que se siente damnificada o perjudicada, o aquella cuyo trámite no ha sido contestado, pueda recurrir, y 
que el órgano de control haga suyo el planteo y, a su vez, formule la exigencia al organismo 
correspondiente? 


En realidad, estamos creando un órgano de control al que los Ministerios y los organismos 
públicos, estatales y no estatales, deben elevar un informe semestral. Lo planteo porque no sé si no es un 
requerimiento más de los tantos que tiene el Estado de carga burocrática. Además, no sé qué hace 
después el organismo de control con esa información. ¿La archiva? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Daré una sola información, porque ayer estuve estudiando el tema para hacer la 
intervención en el panel. 


Sin este requerimiento la ley no puede funcionar, porque en un tema muy delicado, la definición 
de cuál es la información reservada queda a juicio de cada uno de los organismos. El organismo de control 
es el que tiene la responsabilidad política de decir qué es información reservada. Por ende —como 
habíamos visto en la otra ley- no se la puede dar en determinadas condiciones: parcialmente, tachando los 
nombres, dando una parte, etcétera. Si el organismo no define cuál es la información reservada y cuál es la 
desclasificada, se puede dar. Después, al final, se establecen los plazos: en qué casos es más urgente dar 
los datos reservados —porque, generalmente, es lo que se va a pedir- y cuál es la información 
desclasificada. De lo contrario no podrá actuar, porque se establece una falta grave. 


Acá tenemos un tema central —lo menciono por lo que decía el señor Senador Long, que 
comparto— que refiere al espíritu de que el Estado debe ser transparente y darnos toda la información ya. 
Hay que asegurar que el Estado y los funcionarios que tienen que dar la información no se apropien de ella 
y digan: “La información es mía, me la quedo, no la doy o pongo trabas para ello”. 


SEÑOR PENADÉS.- Lo comparto, y quizás podamos coincidir en que sea necesario tramitar el informe del 
listado de la información reservada. 


El literal b) dice: “Detalle de las solicitudes de acceso a la información, el trámite dado a cada una 
de ellas;” Imagínense la información que tendrán que recabar esos Ministerios para mandarla a este 
organismo. Pienso en la situación como un proceso demasiado burocrático. 


Con respecto a la reserva puedo coincidir con la señora Presidenta, pero planteo lo otro para que 
ejercitemos la memoria y lo meditemos. Me parece que supone un gigantesco ejercicio y quizás tendríamos 
que ver cómo se hace, aunque hoy día se guarda toda la información en un disquete. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- La tecnología nos muestra la diferencia con el pasado. 
SEÑOR PENADÉS.- Sí, ya no es el expediente que se utilizaba. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Los arquitectos dicen que, desde que apareció la informática, el metro cuadrado 
por funcionario se reduce. 


SEÑOR PENADÉS.- Es verdad. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Pero además, en la medida en que estas leyes son nuevas, al principio habrá 
una novelería de uso; después de ese plus, la gente —no sólo el demandante, porque pueden ser personas 
que lo utilicen por razones de trabajo estadístico, por citar algunos casos— hará un uso equilibrado. Por 
ejemplo, el artículo 3% dice que no se necesita justificar las razones, pero puede haber alguien a quien le 
sobre tiempo y se dedique a pedir información. 


SEÑOR PENADÉS..- Estoy de acuerdo, señora Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Ahora bien, me pongo en la cabeza de un estudiante de Estadística y advierto 
que este material es muy interesante. 


SEÑOR PENADÉS.- Coincido plenamente; quizás centralizarlo sea bueno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La verdad es que lo veo más por el lado del tiempo que insumirá educar, para 
que la información y los archivos se clasifiquen bien y quede claro cuáles son los trámites, para que se 
proceda con rapidez y se cumplan los plazos establecidos de veinte días, con opción a otros veinte. 


Continúese con la lectura de los artículos. 
(Se lee:) 


“Artículo 8%. Excepciones a la Información Pública. Las excepciones a la información pública 
serán de interpretación estricta y comprenderán aquellas definidas como secretas por la ley y las que se 
definan seguidamente como de carácter reservado y confidencial. 


Artículo 9%. Información Reservada. Como información reservada podrá clasificarse aquélla cuya 
difusión pueda: 


a) Comprometer la seguridad pública o la defensa nacional; 


b) Menoscabar la conducción de las negociaciones o bien, de las relaciones 
internacionales, incluida aquella información que otros estados u organismos internacionales 
entreguen con carácter de reservado al Estado Uruguayo; 


Cc) Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 
d) Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona; 
e) Suponer una pérdida de ventajas competitivas para el sujeto obligado o pueda dañar 


su proceso de producción; o 


f) Desproteger descubrimientos científicos, tecnológicos o culturales desarrollados o en 
poder de los sujetos obligados. 


Artículo 10. Información confidencial. Se considera información confidencial: 


1) Aquella entregada en tal carácter a los sujetos obligados, siempre que: 
a) refiera al patrimonio de la persona; 
b) comprenda hechos o actos de carácter económico, contable, jurídico o 


administrativo, relativos a una persona física o jurídica, que pudiera ser útil para un competidor; o 
Cc) esté amparada por una cláusula contractual de confidencialidad. 
ID Los datos personales que requieran previo consentimiento informado. 


Tendrán el mismo carácter los documentos o secciones de documentos que contengan estos 
datos”. 


De lo que aquí se trata es de acordar este artículo con el anterior. Seguramente ambos se van a 
discutir mucho. No obstante, me parece que todos los puntos están muy equilibrados. Evidentemente, hubo 
un trabajo con los especialistas en Derecho Administrativo, que cubrió muchas dudas. 


SEÑOR LONG.- Lo estamos leyendo sobre la marcha, por lo que corremos el riesgo de omitir algo. Se 
habla de tres categorías: reservado, confidencial y secreto. ¿Dónde está la definición de las informaciones 
que son secretas? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay que establecerlas por ley; si algo tiene carácter secreto, debe estar en la ley. 


SEÑOR PENADÉS.- Me pregunto qué pasa, por ejemplo, con una versión taquigráfica de alguna sesión 
del Senado que se declare secreta. Ello no está establecido por ley, sino por reglamento. 


SEÑOR ABDALA.- En ese caso, tendríamos que dictar una ley. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Es una pregunta que podemos hacer a los especialistas. 
SEÑOR CID.- Las destituciones, por ejemplo, están declaradas secretas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Sí; y recuerdo que todas las sesiones sobre el caso de Berríos también fueron 
secretas. 


SEÑOR CID..- El archivo de las actas, en cambio, es reglamentario. 
SEÑOR ABDALA.- Habrá que dictar las leyes caso a caso; no veo otra opción. 


Por otra parte, hay aspectos difusos. El literal a) del artículo 9% dice: “Comprometer la seguridad 
pública o la defensa nacional”. ¿Quién define esto? ¿La Cartera respectiva? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a trasmitir la explicación que me dio ayer la doctora Viega en el Seminario. 
Obviamente, la gente del Grupo de Archivos y Acceso a la Información Pública señaló que la idea era muy 
vaga, a lo que ella contestó que es mucho más vago lo que dice el proyecto de ley, porque la seguridad 
pública y la defensa nacional están definidas por ley y, por lo tanto, hay que ajustarse a lo que ya está 
establecido. Ellos habían propuesto “seguridad ciudadana”, pero no hay ninguna definición en ese sentido, 
por lo que todos podemos tener interpretaciones distintas. Por ese motivo, el Instituto de Derecho 


Informático sugirió hablar de “seguridad pública” y de “defensa nacional”, puesto que ambos conceptos 
están definidos por ley. 


SEÑOR PENADÉS.- Por ejemplo, los análisis de Inteligencia realizados a propósito del conflicto con 
Argentina por la instalación de la empresa Botnia, afecta la defensa nacional. 


SEÑOR ABDALA.- En el literal Cc) se dice: “Dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del 
país”. Pues bien; me pregunto dónde están los límites. 


SEÑOR PENADÉS.- Pensemos, por ejemplo, en la crisis de 2002 y en las medidas adoptadas por el 
Banco Central con relación al Banco de Montevideo, exigiéndole una cantidad de información. Obviamente, 
esos datos no se podían difundir, ya que de ese modo, al otro día se hubiera dado una corrida bancaria. 


De todos modos, aclaro que estoy diciendo cuál es mi interpretación de esta norma. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Es otra consulta que podemos hacer. 
SEÑOR PENADÉS.- En lo personal, en este tipo de asuntos soy partidario de ser lo más general posible. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA.- En aras de continuar haciendo el aprendizaje, quiero decir lo siguiente. El ejemplo de la 
crisis de 2002 es perfecto. Los informes de los economistas del Banco Central que hablaban de la situación 
financiera del país y que fueron elevados al Directorio —había tres o cuatro informes— ¿tenían carácter 
reservado o no, en función de su naturaleza jurídica del dictamen? 


SEÑOR PENADÉS.- Insisto con el tema del secreto a nivel del Senado. En ese caso, sería el Banco 
Central quién dispondría qué es secreto o reservado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto a ese ejemplo, considero que es el Banco Central quien definirá si 
la información puede poner en peligro la tarea financiera del país, la visión que se tiene desde el exterior, 
etcétera. 


SEÑOR ABDALA.- Estoy de acuerdo, pero esto me lleva a insistir en algo que dije al principio, en cuanto a 
que habría que establecer claramente quién define qué es secreto, reservado o confidencial. Por ejemplo, 
el Banco Central de la época —me refiero a 2002— podría haber recibido una presión tan importante que le 
hiciera considerar que el grado de transparencia ante la crisis debía ser absoluto, pero sin dudas, también 
se corría un riesgo —y quizás mayor-— si se hubiera transparentado todo el abanico de opciones. 


Por lo tanto, repito, es muy importante que quede claro quién es el que define la naturaleza de la 
información, es decir, si es reservada, secreta o confidencial. A mi juicio, el único que puede hacerlo es el 
protagonista con competencia y jurisdicción. 


SEÑOR LONG.- Además, tengamos en cuenta —y esto agrega complejidad al asunto- que el tema es 
dinámico en el tiempo: en plena crisis de 2002, esas informaciones seguramente fueron reservadas y 
confidenciales; hoy es muy probable que ya no lo sean, y dentro de una década pasarán a ser datos 
históricos. O sea que el tema, incluso, tiene ese carácter. 


Por ejemplo, las versiones taquigráficas de las sesiones en que el Senado trata solicitudes de 
venia de destitución, siguen siendo secretas “per secula seculorum”. 


SEÑOR PENADÉS.- Las versiones taquigráficas de las sesiones en las que se trató el tema Berríos, 
fueron secretas y se mantienen así hasta el día de hoy. De todas maneras, quiero decir que en todos los 
países se establece un período de reserva que, en el caso de Estados Unidos, si no me equivoco, es de 
cincuenta años. 


SEÑOR CID.- De la lectura de los distintos artículos se desprende que son los organismos los que 
determinan la reserva de una determinada situación. Por esa razón, el artículo 7” establece que los 
informes se elevan al Órgano de Control semestralmente. Será éste el que fiscalizará si realmente se 
justifica o no ese dato reservado. 


Ahora bien, si seguimos avanzando en la redacción del articulado del proyecto de ley, 
advertiremos que en el artículo 11 se habla de un período de reserva de hasta quince años, lo que abre la 
posibilidad de que dicha reserva sea desclasificada una vez extinguidas las causas que la determinaron. 
Me parece que en materia de determinación de los aspectos vinculados a la reserva, las disposiciones de 
este proyecto de ley están bien armonizadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léanse los artículos 11 y 12. 
(Se leen:) 


“Artículo 11. Período de reserva. La información clasificada previamente como reservada, 
permanecerá con tal carácter hasta un período de quince años desde su clasificación. La información 
reservada será desclasificada cuando se extingan las causas que dieron lugar a su clasificación. Se 
ampliará el período de reserva sobre cierta documentación siempre y cuando permanezcan y se justifiquen 
las causas que dieron origen a su clasificación. 


Artículo 12. Inoponibilidad en casos de violaciones a los derechos humanos. Los sujetos 
obligados por esta ley no podrán invocar ninguna de las reservas mencionadas en los artículos que 
anteceden cuando la información solicitada se refiera a violaciones de derechos humanos o sea relevante 
para investigar, prevenir y/o evitar violaciones de los mismos”. 


—Este es un tema central, en tanto tiene que ver con los compromisos contemplados en los 
Tratados de Derechos Humanos, que definen que las violaciones a los mismos son imprescriptibles. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


—Léase el Capítulo Tercero. 
(Se lee:) 
“CAPÍTULO TERCERO 
DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA ACCEDER A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 


“Artículo 13. De la solicitud y sus requisitos. Toda persona física o jurídica interesada en acceder 
a la información pública en poder de los sujetos obligados por la presente ley, deberá hacerlo mediante 
solicitud escrita ante el titular del organismo. En dicha solicitud deberá constar la identificación del 
solicitante, domicilio y teléfono, la descripción clara de la información que necesita, cualquier otro dato que 
propicie su localización con objeto de facilitar su búsqueda y opcionalmente el soporte de información 
preferido, sin constituir este último una obligación para el organismo. 


Artículo 14. Límites del acceso a la información pública. La solicitud de acceso a la información 
no implica la obligación de los sujetos obligados a crear o producir información que no dispongan o no 
tengan obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, el organismo, comunicará 
por escrito que la denegación de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder, respecto de la 
información solicitada. Esta ley tampoco faculta a los peticionarios a exigir a los organismos que efectúen 


evaluaciones o análisis de la información que posean, salvo aquellos que por sus cometidos institucionales 
deban producir. 


No se entenderá producción de información, a la recopilación o compilación de información que 
estuviese dispersa en las diversas áreas del organismo, con el fin de proporcionar la información al 
peticionario. 


Artículo 15. Plazos. Cualquier persona física o jurídica podrá formular la petición de acceso a la 
información en poder de los sujetos obligados. Ante la petición formulada por el interesado, el organismo 
requerido está obligado a permitir el acceso o si es posible contestar la consulta en el momento en que sea 
solicitado. En caso contrario tendrá un plazo máximo de 20 días hábiles para permitir o negar el acceso o 
contestar la consulta. 


El plazo podrá prorrogarse, con razones fundadas y por escrito, por otros veinte días hábiles si 
median circunstancias excepcionales que hagan difícil la ubicación de la información solicitada. 


Artículo 16. Competencia para decidir. El acto que resuelva sobre la petición deberá emanar del 
jerarca máximo del organismo o quien ejerza facultades delegadas y deberá franquear o negar el acceso a 
la información que obrare en su poder relativa a la solicitud en forma fundada”. 


Con este artículo quedaría contestada la inquietud del señor Senador Abdala. 
Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17. Acceso. En caso que los sujetos obligados resuelvan favorablemente las peticiones 
formuladas, autorizarán la consulta de los documentos pertinentes en las oficinas que determinen, o en su 
caso, expedirán copia auténtica de los antecedentes que posean relativos a la solicitud. 


El acceso a la información será siempre gratuito, pero su reproducción en cualquier soporte será a 
costa del interesado quien reintegrará al organismo únicamente el precio de costo del soporte, sin ningún 
tipo de ganancia o arancel adicional”. 


SEÑOR ABDALA.- Yendo un poquito hacia atrás, simplemente a efectos de poder reflexionar, quiero 
señalar lo siguiente. 


Tal como señaló la señora Presidenta, está clarísimo el artículo 16 cuando expresa: 
“Competencia para decidir”. Efectivamente, el organismo tiene su máximo jerarca, y desde allí se toma la 
decisión, lo que es lógico. Ahora bien; puede suceder —se da con frecuencia— que haya áreas compartidas. 
Por ejemplo, en un tema financiero puede tener competencia el Banco Central, el Ministerio de Económica 
y Finanzas y alguna otra área de comercio exterior perteneciente al Ministerio de Relaciones Exteriores, 
puede darse que en algún aspecto no exista la misma postura por parte de las diversas reparticiones 
oficiales que tienen competencia y jurisdicción compartida. También podría ocurrir que al efectuar un 
planteo a los Ministerios de Educación y Cultura y de Industria, Energía y Minería sobre un tema 
relativamente similar, las respuestas sean distintas. 


Insisto en que se trata de dos cosas: por un lado, planteos similares ante Ministerios distintos, 
resultando diferentes los criterios —tenemos que ver cómo podemos resolver esto en el texto— por el otro, 
áreas compartidas, en las que un organismo del Estado entiende que sí y otra que no. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comparto la preocupación, pero me parece que este proyecto de ley tiende a 
solucionar ese problema. Muchas veces sucede, por ejemplo, que lo que las investigaciones periodísticas 
no obtienen de un organismo, lo sacan de otro, pero recordemos que en esta iniciativa se establece un 
plazo a los organismos para que señalen cuál es la lista de temas que ellos consideran que son 
reservados. En este caso, el organismo de control tendrá que lograr que se pongan de acuerdo, en caso de 
que existan discrepancias. Quizás sí tengamos que analizar el plazo. 


Léase el artículo 18, que es el último de este Capítulo. 
(Se lee:) 


“Artículo 18.- Silencio positivo.- El organismo requerido sólo podrá negar la expedición de la 
información solicitada mediante resolución motivada del jerarca del organismo que señale su carácter 
reservado o confidencial, indicando las disposiciones legales en que se funde. 


Vencido el plazo de veinte días hábiles desde la presentación de la solicitud, si no ha mediado 
prórroga o vencido la misma sin que exista resolución expresa notificada al interesado, éste podrá acceder 
a la información respectiva, considerándose falta grave la negativa de cualquier funcionario a proveérsela, 
de conformidad con las previsiones de la ley anticorrupción N* 17.060 de 23 de diciembre de 1988 y del art. 
23 de la presente ley”. 


Consulto a los señores Senadores si disponen de tiempo para seguir leyendo otros Capítulos o si 
lo dejamos pendiente para la próxima sesión. 


SEÑOR PENADÉS.- En lo personal, prefiero considerarlos en la próxima sesión. 


Me parece que la señora Presidenta debería consultar a los doctores Delpiazzo y Durán Martínez 
para saber qué piensan al respecto. Consulto, además, con quién podríamos hablar sobre el tema de los 
derechos humanos; quizás tendríamos que buscar definiciones que el Estado reconozca sobre lo que son 
los derechos humanos 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tendríamos que averiguar cómo se asesoraron ellos para establecer el tema 
central en el proyecto de ley y, además, efectuar una consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, que 
tiene competencia sobre todo el tema de los tratados internacionales que requieren que este artículo este 
presente. Creo que podemos realizar estas dos consultas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 20 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


